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JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO 
NORTE DE SANTANDER 

Los Patios, veinticuatro de agosto de dos mil veinte. 
  
 

Pasa al despacho el proceso de EXPROPIACION Radicado No. 544053103001-
2019-00097-00, instaurado por el MUNICIPIO DE LOS PATIOS contra 
RICHARD RIZO MENDOZA, para decidir sobre las solicitudes presentadas por 
las partes. 
 
La parte demandada solicita se requiera a la contraparte a fin de que consigne el 
valor del pago de peritaje con destino al IGAC. 
 
A su vez la parte demandante solicita que se señale al IGAC cuáles son los puntos 
para desarrollar en el dictamen pericial, en razón a la existencia de un dictamen 
que fue presentado en con la demanda. 
 
En razón a lo anterior este juzgado teniendo en cuenta el artículo 230 del CGP. Y 
lo dispuesto en proveído anterior, el juzgado civil del Circuito de Los Patios: 
 

RESUELVE: 
 

1. Requerir a la parte de demandante consigne la suma de $1750.000 
conforme lo dispuesto en oficio proveniente del IGAC. 

2. 2. Una vez consignado el dinero por parte del Municipio de Los Patios, 
disponer a favor del IGAC, los valores consignados por las partes y 
solicitarles emitan el concepto conforme al auto de pruebas y córrasles 
traslado de la petición que antecede de la parte demandante. 

3. Téngase por agregado el memorial allegado de solicitud proveniente del 
IGAC. 
 
                                        NOTIFIQUESE, 
   

 
 

ROSALIA GELVEZ LEMUS 
Jueza 
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JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO 
NORTE DE SANTANDER 

Los Patios, veinticuatro de agosto de dos mil veinte. 
  
 

Pasa al despacho el proceso de EJECUTIVO Radicado No. 544053103001-2018-
00262-00, instaurado por JORGE ENRIQUE LIZCANO contra el CUERPO DE 
BOMBEROS VOLUNTARIOS LOS PATIOS , para decidir sobre las solicitudes 
presentadas por las partes. 
 
Las partes presentan una transacción y solicitan: 

1. Dar aprobación al acuerdo. 
2. Levantar las medidas cautelares. 
3. Suspender el proceso por el término de dieciséis meses. 
4.  Cumplida la transacción dar por terminado el proceso. 
5.  En caso de incumplimiento reanúdese el trámite procesal y ordene 

nuevamente el embargo y secuestro. 
 
Para resolver el juzgado hace las siguientes: 
 

CONSIDERACIONES: 
 

El Artículo 312.  Del C.G.P., establece: Trámite 
En cualquier estado del proceso podrán las partes transigir la litis. También podrán 
transigir las diferencias que surjan con ocasión del cumplimiento de la sentencia. 
 
Para que la transacción produzca efectos procesales deberá solicitarse por quienes 
la hayan celebrado, dirigida al juez o tribunal que conozca del proceso o de la 
respectiva actuación posterior a este, según fuere el caso, precisando sus alcances 
o acompañando el documento que la contenga.  
 
El juez aceptará la transacción que se ajuste al derecho sustancial y declarará 
terminado el proceso, si se celebró por todas las partes y versa sobre la totalidad de 
las cuestiones debatidas o sobre las condenas impuestas en la sentencia. Si la 
transacción solo recae sobre parte del litigio o de la actuación posterior a la 
sentencia, el proceso o la actuación posterior a este continuará respecto de las 
personas o los aspectos no comprendidos en aquella, lo cual deberá precisar el juez 
en el auto que admita la transacción. El auto que resuelva sobre la transacción 
parcial es apelable en el efecto diferido, y el que resuelva sobre la transacción total 
lo será en el efecto suspensivo. 
 
Indiscutiblemente es viable acceder a la transacción si se llenasen los requisitos 
establecidos en el artículo 312 del CGP, sin embargo en este caso, si bien 
anuncian una transacción, debe precisarse que se trata de un proceso ejecutivo, 
que conllevaría al aceptar la transacción, a dar por terminado el proceso, y en 
caso de incumplimiento se volvería a iniciar otro proceso ejecutivo para dar 
cumplimiento a los acuerdos, por lo que para este despacho más que transacción 
de la conciliación adelantada ante la justicia penal, debe tomarse como una como 
un acuerdo de pago, en el que condonan  el pago de una suma de dinero y como 
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consecuencia solicitan la suspensión del proceso, de conformidad a lo estatuido 
en los artículos 1626 y ss. Del C. Civil.  
 
Así las cosas y en los términos de estos considerandos, este despacho acepta el 
acuerdo de pago interpartes en los términos de la llamada transacción, y en 
consecuencia por mutuo acuerdo se accede a las peticiones impetradas por éstas. 
 
En consecuencia, el juzgado civil del Circuito de Los Patios: 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: Aceptar el ACUERDO de Pago celebrado entre las partes en este 
asunto, en los términos del memorial titulado Transacción. Por lo expuesto. 
 
SEGUNDO: Levantar las medidas cautelares. 
 
TERCERO: Suspender el proceso por el término de dieciséis meses, de 
conformidad al artículo 161 del C.G.P. 
 
CUARTO: Cumplido el Acuerdo de pago, dar por terminado el proceso. 
 
QUINTO: En caso de incumplimiento reanúdese el trámite procesal y ordene 
nuevamente el embargo y secuestro. 

 
                                        NOTIFIQUESE, 
   

 
 

ROSALIA GELVEZ LEMUS 
Jueza 
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JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE LOS PATIOS 
NORTE DE SANTANDER 

Los Patios, veinticuatro de agosto de dos mil veinte. 
 

JORGE HUERTAS MORENO mediante apoderado judicial, instaura en 
contra de VERONICA DELGADO DE MORA Y otros demanda ordinario 
(Pertenencia) radicada bajo No. 544053103001-2018-00249-00, para 
decidir lo pertinente a seguir. 

 
Se verifica al tramite procesal que no se ha notificado a las personas 
determinadas en la demnada como demandados, y se notificó al curador 
ad litem de los indeterminados quien contestó la demanda. 
 
En consecuencia se requiere a la parte demandante a fin de que de 
cumplimiento al auto de fecha 13 de diciembre de 2018 y notifique a los 
mismos en los términos de ley, artículo 292 del C.G.P.. 
 

NOTIFIQUESE, 
 

 

ROSALIA GELVEZ LEMUS 
Jueza 
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JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO 
NORTE DE SANTANDER 

Los Patios, veinte de agosto de dos mil veinte 
 

Se encuentra al Despacho para decir el memorial allegado por el Centro de 
Conciliación dentro del proceso abreviado, radicada bajo el N° 544053103001-
2018-00073-00, adelantado por BANCOLOMBIA S.A. contra MARTHA INES 
GELVEZ CONTRERAS.    
 
Entra al Despacho para determinar lo pertinente en relación con varios escritos 
allegados al trámite procesal así: 
 

1. La solicitud de la doctora Conciliadora, de fecha 25 de febrero, mediante la 
cual hace referencia al auto ejecutoriado de fecha 13 de enero de 2020. 

 
2. Copia remitida por correo de la sentencia proferida por el H. Tribunal 

Superior de Cúcuta, Sala civil familia, mediante la cual declara 
improcedente la acción de tutela impetrada contra este juzgado de fecha 
julio 6 de 2020, y el auto que accede a la impugnación contra la misma 
ante la Sala Civil de la H. Corte Suprema de Justicia, de fecha 15 de julio 
de 2020- 
 

Para decidir este juzgado hace las siguientes CONSIDERACIONES: 
 
Entra el despacho a resolver las decisiones así: 
 

1. La solicitud de la doctora Conciliadora, de fecha 25 de febrero, mediante la 
cual hace referencia al auto ejecutoriado de fecha 13 de enero de 2020. 

 
Tal y como se verifica al proceso, la señora conciliadora acude al proceso haciendo 
alegaciones contra el auto de fecha 13 de enero de 2020, ejecutoriado, lo que 
conforme lo establece el artículo 13 y 118 del C.G.P., debe tenerse extemporáneo y 
en consecuencia se ordena agregar el memorial al proceso, y cualquier solicitud 
debe atenerse a lo allí resuelto. 
 

2. Copia remitida por correo de la sentencia e impugnación de esta, dentro de 
la acción de tutela impetrada, proferida por el H. Tribunal Superior de 
Cúcuta, Sala civil familia, la que igualmente se ordena agregar al 
expediente. 

 
En virtud de los expuesto el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE LOS PATIOS,   

 
RESUELVE 

 
PRIMERO. Tener por agregados los memoriales en los términos señalados en los 
considerandos de este proveído. 

 
NOTIFIQUESE. 

 
 

ROSALIA GELVEZ LEMUS 
Jueza 
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JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO 
NORTE DE SANTANDER 

Los Patios, veinticuatro de agosto de dos mil veinte 
Se encuentra al Despacho la presente DEMANDA EJECUTIVO LABORAL, 
radicada bajo el N° 544053103001-2019-00102-00, adelantada por NAVARRO 
PEREZ Y ASOCIADOS SAS contra HOSPITAL UNIVERSITARIO ERASMO MEOZ   a 
fin de disponer lo pertinente en relación con la materialización de la orden de 
embrago de fecha 26 de junio de 2019 y del 27 de septiembre de 2019. 
 
A los requerimientos en cumplimientos de las órdenes de este juzgado las 
entidades bancarias, han dispuesto: 
 

1. Banco de Occidente manifiesta que son recursos inembargables. (folio 160). 
2. Banco Social No registra vinculación (folio 161). 
3. BBVA , manifiesta que no existe saldo disponible para hacer efectivos el 

embargo, y toman atenta nota de la orden (folio 162). 
4. El Banco Popular, allega certificaciones de que son inembargables las 

cuentas de Ahorro del demandado. (folio 163-165). 
5. El Banco Colpatria, no accede a la orden por ser las cuentas inembargables. 

(folio 173). 
6. El Banco Agrario, materializó la medida aún a pesar que existen otros 

embargos anteriores. (folio 171). 
7. Banco AVVillas, manifiesta que las cuentas están cobijadas bajo el monto 

de inembargabilidad. (folio 178). 
8. El Banco Colpatria, que dice allegar una certificación del demandado sobre 

ser los recursos inembargables, sin allegar. (folio 180). 
9. El Banco Colpatria, allega unas certificaciones emitidas por el demandado 

sobre ser los recursos inembargables. 
 
La parte demandante manifiesta que siendo un proceso de carácter laboral las 
entidades financieras deben materializar las órdenes de embargo., y afirma que 
las certificaciones que allegadas fueron emitidas por el mismo demandado. 
 
Para decidir el juzgado hace las siguientes: 
 

CONSIDERACIONES: 
 

La PROCURADURÍA CUARTA DELEGADA, de la Procuraduría General de la 
Nación, ANTE EL CONSEJO DE ESTADO, CONCEPTO DE AUTO No. 047 / 2011, 
ante el CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN B, el que es necesario tener en cuenta, por 
cuanto de manera detallada señala las normas que rigen la inembargabilidad de 
los dineros provenientes del presupuesto de la Nación: 
 
La legislación presupuestal Colombiana consagra un principio 
presupuestal sui generis: la inembargabilidad de las rentas 
presupuestales, del cual no se observa paralelo en el derecho comparado(1). 
 

 
1 “(…) extraño principio presupuestal que no acostumbra ser mencionado como tal ni por la doctrina ni por ninguna legislación 
positiva que conozcamos. “ JUAN CAMILO RESTREPO SALAZAR. Derecho Presupuestal Colombiano. LEGIS EDITORES, 1ª Ed. 
2007, pág. 227.  
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En el estatuto orgánico del presupuesto nacional, se protege con la 
inembargabilidad a las rentas incorporadas en el Presupuesto General de la 
Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman (2), 
atributo que también se predica de las cesiones y participaciones que se hacen a 
las entidades territoriales en el Título XII de la Constitución Política, capítulo IV(3). 
 
(…) de la Ley 38 de 1989, ha hecho cabal desarrollo de la facultad que el artículo 
63 Constitucional le confiere para, por vía de la Ley, dar a otros bienes la calidad 
de inembargables.    
 
Sin embargo, debe esta Corte dejar claramente sentado que este postulado excluye 
temporalmente, el caso en que, la efectividad del pago de obligaciones dinerarias a 
cargo del Estado surgidas de relaciones laborales exige el embargo de bienes y 
recursos incorporados al Presupuesto General de la Nación. 
 
(…) En consecuencia, esta Corte considera que en aquellos casos en los cuales la 
efectividad del pago de las obligaciones dinerarias a cargo del Estado surgidas de 
las obligaciones laborales, solo se logre mediante el embargo de bienes y rentas 
incorporados al presupuesto de la nación, este será embargable en los términos del 
artículo 177 del Código Contencioso Administrativo. 
 
Posteriormente, el artículo 16 de la Ley 38 de 1989 fue subrogado por los artículos 
6 y 55 de la Ley 179 de 1994, según los cuales son también inembargables las 
cesiones y participaciones de que trata el capítulo 4 del título XII de la Constitución 
Política. El artículo 16 de la Ley 38/89 y los artículos 6 y 55 de la Ley 179/94 
fueron compilados como artículo 19 del actual Estatuto Orgánico del Presupuesto –
Decreto 111 de 1996-(4). 
 
El artículo 19 del Decreto 111/96 fue demandado ante la Corte Constitucional y 
declarado exequible mediante sentencia C-354 del 13 de agosto de 1997. En la 
parte resolutiva la sentencia declara “Exequible el Artículo 19 del Decreto 111 de 
1996, que incorporó materialmente el art. 6o de la ley 179 de 1994, bajo el 
entendido de que los créditos a cargo del Estado, bien sea que consten en 
sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados mediante el 
procedimiento que indica la norma acusada y que transcurridos 18 meses después 
de que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con embargo de recursos 
del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de sentencias o 
conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre los bienes de las 

 
2 Del mismo texto literal de la norma se infiere, en forma inequívoca, que también gozan de la característica de la inembargabilidad 
los bienes y derechos, o sea el patrimonio público y no sólo los bienes de uso público a que se refiere el artículo 674 del Código 
Civil (*). Tanto los bienes de uso público, como lo llamadas bienes fiscales conforman el patrimonio público, la distinción no se funda 
tanto en su naturaleza, como en el régimen legal aplicable en razón al diferente modo en que se hace su utilización. 
(*)Se llaman bienes de la Unión aquellos cuyo dominio pertenece a la República. // Si además su uso pertenece a todos los 
habitantes de un Territorio, como el de calles, plazas, puentes y caminos, se llaman bienes de la Unión de uso público o bienes 
públicos del Territorio. // Los bienes de la Unión cuyo uso no pertenece generalmente a los habitantes, se llaman bienes de la Unión, 
o bienes fiscales. 
3 Se refiere a las rentas del Sistema General de Participaciones y a la participación en regalías y compensaciones por la explotación 
de los recursos naturales no renovables. No es pertinente extender esa característica a las rentas provenientes de los monopolios, 
ya que son rentas propias del ente territorial, no rentas cedidas o en las que se participa. 
4 ARTICULO 19. INEMBARGABILIDAD. Son inembargables las rentas incorporadas en el Presupuesto General de la Nación, así 
como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman.  
  
No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán adoptar las medidas conducentes al pago de las 
sentencias en contra de los órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su integridad los 
derechos reconocidos a terceros en estas sentencias.  
 
Se incluyen en esta prohibición las cesiones y participaciones de que trata el capítulo 4 del título XII de la Constitución Política.  
  
Los funcionarios judiciales se abstendrán de decretar órdenes de embargo cuando no se ajusten a lo dispuesto en el presente 
artículo, so pena de mala conducta. 
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entidades u órganos respectivos”. 
 
La Corte entiende la norma acusada, con el alcance de que si bien la regla general 
es la inembargabilidad, ella sufre excepciones cuando se trate de sentencias 
judiciales, con miras a garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos 
reconocidos a las personas en dichas sentencias. 
 
(…)  Podría pensarse, que sólo los créditos cuyo título es una sentencia pueden ser 
pagados como lo indica la norma acusada, no así los demás títulos que constan en 
actos administrativos o que se originan en las operaciones contractuales de la 
administración. Sin embargo ello no es así, porque no existe una justificación 
objetiva y razonable para que únicamente se puedan satisfacer los títulos que 
constan en una sentencia y no los demás que provienen del Estado deudor y que 
configuran una obligación clara, expresa y actualmente exigible.  Tanto valor tiene 
el crédito que se reconoce en una sentencia como el que crea el propio Estado a 
través de los modos o formas de actuación administrativa que regula la ley. 
 
(…) En conclusión, la Corte estima que los créditos a cargo del Estado, bien sean 
que consten en sentencias o en otros títulos legalmente válidos, deben ser pagados 
mediante el procedimiento que indica la norma acusada y que transcurridos 18 
meses después de que ellos sean exigibles, es posible adelantar ejecución, con 
embargo de recursos del presupuesto -en primer lugar los destinados al pago de 
sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esta clase de títulos- y sobre los 
bienes de las entidades u órganos respectivos. 
 
La inembargabilidad es un principio tan importante para la estructura del sistema 
presupuestal colombiano, que cuando el por el juez desconoce esa garantía que 
implica la inembargabilidad, se le considera reo disciplinario que incurre en causal 
de mala conducta o causal de destitución, que al ser equiparada a falta gravísima 
puede ser sancionada con el máximo reproche disciplinario(5).  
 
Los funcionarios públicos deben cumplir con los procedimientos y términos 
establecidos para el pago de las sentencias judiciales. La inembargabilidad tiene 
como corolario la obligación que se impone a los funcionarios públicos de tomar 
todas las medidas necesarias para pagar el importe de las condenas contra el 
Estado que sean exigibles. Dice el inciso segundo del artículo 19 del Decreto 111 de 
1996: 
 
No obstante la anterior inembargabilidad, los funcionarios competentes deberán 
adoptar las medidas conducentes al pago de las sentencias en contra de los 
órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para ello, y respetarán en su 
integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias. 
 
Incumplir con esta obligación de tomar las medidas presupuestales necesarias se 
sanciona con la máxima de las sanciones disciplinarias.(6) 
  

 
5 Decreto 111 de 1996, artículo 19: “Los funcionarios judiciales se abstendrán de decretar órdenes de embargo cuando no se ajusten 
a lo dispuesto en el presente artículo, so pena de mala conducta”.  
Decreto 28 de 2010, artículo 21: Los recursos del Sistema General de Participaciones son inembargables. (…) 
Las decisiones de la autoridad judicial que contravengan lo dispuesto en el presente decreto, no producirán efecto alguno, y darán 
lugar a causal de destitución del cargo conforme a las normas legales correspondientes. 
Ley 734 de 2002 (CDU) artículo 48, numeral 49, constituyen faltas gravísimas, sancionable con destitución e inhabilidad general 
para desempeñar cargo o función pública hasta por 20 años (arts. 44 a 46), “Las demás conductas que en la Constitución o en la ley 
hayan sido previstas (…) como causal de mala conducta.” 
6 Ley 734 de 2002 (CDU), artículo 48, numeral 24, en concordancia con los artículos 44, 45 y 46. Constituye falta disciplinaria 
gravísima sancionable con destitución e inhabilidad general para desempeñar cargo o función pública hasta por 20 años, “ No incluir 
en el presupuesto las apropiaciones necesarias y suficientes (…) para (…) atender debidamente el pago de sentencias, créditos 
judicialmente reconocidos, laudos arbitrales, conciliaciones (…)” 
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La regla general de inembargabilidad respecto de las entidades públicas del orden 
nacional, según la jurisprudencia del Consejo de Estado, tiene tres excepciones (7): 
 
La normatividad enunciada muestra así que frente a la nación no podrán 
embargarse las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general; ni los 
bienes y derechos de los órganos que lo conforman. 
 
(…) Con todo, la regla general de la no ejecución de la Nación presenta tres 
excepciones, así: La primera, relacionada con el cobro compulsivo de las sentencias 
dictadas por la jurisdicción administrativa; la segunda, con los créditos laborales 
contenidos en actos administrativos; y la tercera, con los créditos provenientes de 
contratos estatales.  Excepciones que encuentran su respaldo, en su orden, en el 
177 del c.c.a.; en la sentencia C - 546 de la Corte Constitucional; y en el art 75 de la 
ley 80 de 1993. 
 
(…) Siguiendo los principios normativos del sistema presupuestal y la orientación 
marcada por la Corte Constitucional, las ejecuciones aquí estudiadas en cuanto a 
las sentencias de esta jurisdicción y los créditos laborales no podrán intentarse sino 
dentro del término señalado en el art 177 del c.c.a. Frente a las ejecuciones 
derivadas de los contratos estatales no se aplicará tal restricción, y deberá estarse 
a las condiciones de pago señaladas en los mismos. 
 
 b) En conclusión, fuera de los bienes enunciados en los arts 63 y 72 de la 
carta, son inembargables las rentas y recursos incorporados en el presupuesto 
general nacional; así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman.  
Órganos que, en principio, son los que figuran enunciados en los arts 3º y 11 del 
dec 111 de 1996. 
 
(…)  c) De la interpretación armónica de las distintas normas y en especial del 
estatuto orgánico del presupuesto nacional, puede concluirse, asimismo, que las 
Empresas Industriales y Comerciales del Estado, las sociedades de economía 
mixta, las empresas de servicios públicos domiciliarios en cuyo capital la nación o 
sus entidades descentralizadas posean el 90% o más (las que para efectos 
presupuestales de conformidad con el art 5º del dec 111 de 1996 se sujetan al 
régimen de las primeras)  y  las  Empresas sociales del Estado, no tienen el carácter 
de órganos desde la perspectiva que señala el Estatuto Orgánico del Presupuesto y 
por ende, según las reglas generales, son ejecutables y sus bienes sujetos a 
medidas cautelares. 
 
(…) Por lo expuesto, puede aceptarse también que la ley 179 de 1994, expedida sólo 
para modificar la orgánica del presupuesto nacional en su art 6 (inc 2º), más que 
subrogar el art 16 de la ley 38, lo que hizo fué interpretarlo por vía de autoridad, 
para evitar la negligencia de la administración en la adopción oportuna de las 
medidas conducentes para el pago de las condenas judiciales.  Fuera de lo dicho, 
esa aparente subrogación no pudo darse tampoco porque cuando ese art 6 de la ley 
179 empezó a regir ya el 16 de la ley 38 había sido modificado por el art 336 del c 
de p.c. (dec 2282 de 1989) relacionado con la ejecución de entidades públicas y 
aquélla no podía modificar este estatuto. 
 
Tampoco puede aceptarse, en este mismo orden de ideas, que ese art 6º de la ley 
179 impida los embargos de bienes nacionales dentro de las ejecuciones que 
busquen hacer efectivas las condenas impuestas en actos administrativos, porque 
esta posibilidad surgió más de la interpretación que la Corte hizo del principio de la 
inembargabilidad que de una norma que tal situación contemple, tal como se 
desprende de su sentencia C - 546. A igual conclusión se arriba con la ejecución de 

 
7 Sala Plena, auto del 22 de julio de 1997. Exp. S-694. 
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créditos derivados de contratos estatales, permitida por el art 75 de la ley 80 de 
1993, porque esa permisión no tiene restricción alguna y el intérprete no podrá 
crearla. 
 
Aunque tiene relación con el caso en estudio, ese no es el punto jurídico que debe 
desatarse para solucionar este caso. Por tal razón, el Ministerio Público no abordará 
la discusión frente a la posición del Consejo de Estado, aunque tiene una conclusión 
diferente, por cuanto el análisis del problema jurídico ha de hacerse teniendo en 
cuenta que las normas del Estatuto Orgánico del Presupuesto tienen la naturaleza 
de Ley orgánica y por tanto gozan de supremacía sobre la ley ordinaria, así ésta 
sea un código. 
 
En conclusión y conforme lo señalado en la ley y en el concepto antes transcrito 
se tiene: 
 
Con todo, la regla general de la no ejecución de la Nación presenta tres 
excepciones, así:  
 

1. La primera, relacionada con el cobro compulsivo de las sentencias dictadas 
por la jurisdicción administrativa;  

2. La segunda, con los créditos laborales contenidos en actos administrativos; 
y  

3. La tercera, con los créditos provenientes de contratos estatales.  
Excepciones que encuentran su respaldo, en su orden, en el 177 del c.c.a.; 
en la sentencia C - 546 de la Corte Constitucional; y en el art 75 de la ley 
80 de 1993. 

 
Y en tratándose de créditos laborales c) De la interpretación armónica de las 
distintas normas y en especial del estatuto orgánico del presupuesto nacional, 
puede concluirse, asimismo, que las Empresas Industriales y Comerciales del 
Estado, las sociedades de economía mixta, las empresas de servicios públicos 
domiciliarios en cuyo capital la nación o sus entidades descentralizadas posean el 
90% o más (las que para efectos presupuestales de conformidad con el art 5º del 
dec. 111 de 1996 se sujetan al régimen de las primeras) y  las  Empresas sociales 
del Estado, no tienen el carácter de órganos desde la perspectiva que señala el 
Estatuto Orgánico del Presupuesto y por ende, según las reglas generales, son 
ejecutables y sus bienes sujetos a medidas cautelares. 
 
Así las cosas, siendo que es viable la materialización de las órdenes de embargo, 
debe insistirse en las mismas, decretadas mediante auto de fecha 26 de junio de 
2018 y del 27 de septiembre de 2019, haciéndole la salvedad de que se trata de 
un crédito laboral, remitiendo copia del presente auto. 
 
En virtud de los expuesto el JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE LOS PATIOS,   

 
RESUELVE 

PRIMERO. Insistir a las entidades bancarias sobre las órdenes de embargo 
decretado mediante auto de fecha 26 de junio de 2019 y del 27 de septiembre de 
2019, haciéndole la saber de que se trata de un crédito laboral. Por lo expuesto. 
 
SEGUNDO. Por secretaria, remitir como anexo a los oficios a las diferentes 
entidades bancarias, o copia del presente auto. 

NOTIFIQUESE, 
 
 

ROSALIA GELVEZ LEMUS 
Jueza 



 
 
 
 

JUZGADO CIVIL DEL CIRCUITO DE LOS PATIOS 
NORTE DE SANTANDER 

Los Patios, veinticuatro de agosto de dos mil veinte. 
PROCESO Ordinario Laboral de Única 

Instancia 
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00   

Demandante GERLY LIZETH PEREZ 
ALVAREZ 

Dirección Calle 6BN No. 
3E-49 Ceiba II 

Correo 
Electrónico 

gerly_7@hotmail.com  Teléfono 3125963740 

Demandante YURBI KARINA 
MALDONADO PEÑALOZA 

Dirección Av. 8E Calle 2 
Casa 417 
Quinta 
Oriental 

Correo 
Electrónico 

yurbikrinap@gmail.com  Teléfono 3505783042 

Apoderado MAURICIO SOTO PABON Dirección Edif. Atenas 
Of. 301 

Correo 
Electrónico 

masopa20@hotmail.com  Teléfono 3012189493 

Testigo WILMAR ANDRES BAYONA 
GARCIA 

Dirección  

Correo 
Electrónico 

 Teléfono  

Testigo NATALIA ANDREA CASTRO 
GOMEZ 

Dirección  

Correo 
Electrónico 

 Teléfono  

Testigo MARIBEL CRUZ DUARTE Dirección  

Correo 
Electrónico 

 Teléfono  

Testigo ROSA MARIA VARGAS 
RIVERA 

Dirección  

Correo 
Electrónico 

 Teléfono  

Demandado GERARDO DE LA CRUZ 
HERNANDEZ MERCHAN 
 

Dirección Calle 5 No. 11-
07 B. San 
Martín Villa del 
Rosario 

Correo 
Electrónico 

centroeducativojoyasdecrist
o@hotmail.com  

Teléfono 3132130661 

Curador Ad-
Litem 

DEIBY URIEL IBAÑEZ 
CACERES 

Dirección Ed. Leydi Of. 
213 

Correo 
Electrónico 

deibyuriel@hotmail.com  Teléfono 3103496185 

Demandado DANIEL HERNANDEZ 
GARCIA 

Dirección Calle 5 No. 11-
07 B. San 
Martín Villa del 
Rosario 

Correo 
Electrónico 

centroeducativojoyasdecrist
o@hotmail.com  

Teléfono 3132130661 

Demandado NEYLA FERNANDEZ 
CONTRERAS 

Dirección  

Correo 
Electrónico 

centroeducativojoyasdecrist
o@hotmail.com  

Teléfono 3132130661 

Curador Ad-
Litem 

DEIBY URIEL IBAÑEZ 
CACERES 

Dirección Ed. Leydi Of. 
213 



 
Teniendo en cuenta que lo solicitado por la apoderada de la parte 
demandante es procedente, el Despacho ordena aplazar la Audiencia por 
única vez y señala nueva fecha para realizar la Audiencia de que trata el 
artículo 70 del CPTSS. 

 
Por lo expuesto, el Juzgado Civil del Circuito de LosPatios:  
   
PRIMERO: Señalar la hora de las 08:00 a.m. del día 08 del mes de octubre 
de 2020, como fecha y hora para llevar a cabo la Audiencia de Contestación 
de la Demanda. Se informa a la parte demandada, que debe presentarse a 
esta diligencia por sí mismo o por intermedio de abogado, o por ante un 
estudiante del Consultorio Jurídico de la Facultad de Derecho de una de las 
Universidades de Cúcuta u otra ciudad. Comuníquesele al demandado que 
si no concurre a la diligencia, sin excusa debidamente comprobada, se 
continuará el proceso sin su asistencia. 
  
SEGUNDO: Prevenir a las partes, manifestando que el día de la Audiencia, 
deben venir acompañados por los testigos que han solicitado como pruebas 
dentro del trámite procesal. Comuníquesele igualmente a las partes, que si 
no concurren a la diligencia, sin excusa debidamente comprobada, se 
continuará el proceso sin su asistencia..  
 
TERCERO : Los   apoderados   serán citados   a través   de   los   Correos   
Electrónicos señalados en este proveído (en caso de haberlos suministrados 
dentro de la demanda,  contrario  sen  sum,  deberán  suministrarlo  en  el  
término  de ejecutoria de este proveído), para llevar a cabo la audiencia 
digital oficial y a cargo de este juzgado. 
 
CUARTO: Para  llevar  a  cabo  la  audiencia  digital  antes  reseñada,  se 
remitirá diez a quince minutos  anteriores  a  la  hora  señalada  de  la  
audiencia,  al  correo señalado  previamente, el  link  para  unirse  a  la  
misma,  utilizando  los medios electrónicos y nuevas tecnologías, por medio 
del sistema, programa o  aplicación,  que  deberán  descargar  las  partes  
y/o  sus  apoderados,  bajo su responsabilidad, y manejo personal 
(LIFESIZE). 
 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
 

 

ROSALIA GELVEZ LEMUS 
Jueza 

 
jfbq 

 
 

Correo 
Electrónico 

deibyuriel@hotmail.com  Teléfono 3103496185 


































































